
P.A. 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
Rama Judicial del Poder Público 

JUZGADO DIECISIETE LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 
 

ADMITE CONTESTACION DEMANDA – RECHAZA LLAMAMIENTO EN 
GARANTÍA – RESUELVE EXCEPCIÓN PREVIA - DECRETA PRUEBAS - 

FIJA FECHA PARA AUDIENCIA 

FECHA CINCO (5) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS (2022)  

RADICADO 05001 31 05 017 2022 00304 00 

DEMANDANTE CLARA MILENA TOBAR DE JESÚS 

DEMANDADOS  ADMINISTRADORA   COLOMBIANA   DE   PENSIONES 
– COLPENSIONES 

 SOCIEDAD     ADMINISTRADORA     DE     FONDOS     
DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A. 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 

 
 
Teniendo en cuenta que las respuestas a la demanda allegadas por 

COLPENSIONES y PORVENIR S.A., dentro del presente proceso ordinario laboral 

de primera instancia, cumple a cabalidad con los requisitos exigidos en el artículo 

31 de C.P.L. modificado por el artículo 18 de la ley 712 de 2001, el Despacho da 

por contestada la misma. 

 

Por otra parte, se le reconoce personería para actuar en representación de la 

demandada COLPENSIONES como apoderado principal al abogado SANTIAGO 

MUÑOZ MEDINA, identificado con T.P. No. 150.960 del C.S.J. y como apoderado 

sustituto a la abogada YESENIA CANO URREGO, identificada con T.P. No. 271.800 

del C.S.J.; así mismo, se reconoce personería para actuar en representación de la 

AFP PORVENIR S.A. al abogado OCTAVIO ANDRÉS CASTILLO OCAMPO portador 

de la T.P.380.131 del C.S.J.; abogados titulados y en ejercicio, de conformidad con 

lo revisado por este Despacho en página oficial de Rama Judicial. Lo anterior, según 

lo dispuesto en el artículo 75 del Código General del Proceso. 

 

De otro lado, visto el llamamiento en garantía enunciado por la entidad demandada 

COLPENSIONES, el despacho pone de presente lo siguiente: 

 

Manifiesta la apoderada de COLPENSIONES que “(…) incorporar al proceso de la 

referencia, a la aseguradora de vida autorizada por entidad competente y que los 

fondos privado PORVENIR S.A, haya elegido para manejar el seguro previsional del 

afiliado, con el fin de responder por los eventuales perjuicios que llegaren a ser 

causados a la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones con ocasión 

de declaratoria de nulidad del traslado de régimen pensional…”. 

 

Respecto de la figura procesal del llamamiento en garantía, se debe indicar que el 

Artículo 64 del C. G. P. aplicable al procedimiento laboral por remisión expresa del 

Artículo 145 del C. P. L., establece: 

 

“ARTÍCULO  64.  LLAMAMIENTO EN GARANTÍA. Quien afirme tener derecho legal o 

contractual a exigir de otro la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir o el 

reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la 

sentencia que se dicte en el proceso que promueva o se le promueva, o quien de 

acuerdo con la ley sustancial tenga derecho al saneamiento por evicción, podrá pedir, 

en la demanda o dentro del término para contestarla, que en el mismo proceso se 

resuelva sobre tal relación.” 
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La citada norma, establece la intervención de un tercero y la figura procesal es 

conocida como llamamiento en garantía. Sus postulados son claros en el 

procedimiento civil, y ahora se le ha dado plena aplicación en el procedimiento 

laboral. 

 

En cuanto a los requisitos para su trámite, el Artículo 66 del C. G. P., en su tenor 

literal reza: 

 

“ARTÍCULO 66. TRÁMITE. Si el juez halla procedente el llamamiento, ordenará 

notificar personalmente al convocado y correrle traslado del escrito por el término de 

la demanda inicial. Si la notificación no se logra dentro de los seis (6) meses 

siguientes, el llamamiento será ineficaz. La misma regla se aplicará en el caso 

contemplado en el inciso segundo del artículo anterior. 

 

El llamado en garantía podrá contestar en un solo escrito la demanda y el 

llamamiento, y solicitar las pruebas que pretenda hacer valer. 

 

En la sentencia se resolverá, cuando fuere pertinente, sobre la relación sustancial 

aducida y acerca de las indemnizaciones o restituciones a cargo del llamado en 

garantía. 

 

PARÁGRAFO. No será necesario notificar personalmente el auto que admite el 

llamamiento cuando el llamado actúe en el proceso como parte o como representante 

de alguna de las partes.” 

 

En relación con lo anterior, el Despacho rechazará la solicitud de llamamiento en 

garantía solicitado por COLPENSIONES, atendiendo a que no se probó con su 

solicitud que el llamado en garantía deba correr con las contingencias de la 

sentencia menos que esté legitimada en la causa por activa para realizar dicha 

solicitud. 

 

Ahora bien, revisado el escrito de contestación presentado por la sociedad 

PORVENIR S.A. advierte el Despacho que dicha AFP propuso como excepción 

previa la denominada FALTA DE JURISDICCIÓN O COMPETENCIA E INEPTA 

DEMANDA.  

 

Así entonces, procederá a resolver la mencionada excepción mediante auto previas 

las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES: 

 

En cuanto al trámite impartido. 

 

El artículo 32 del Código Procesal Laboral establece que la oportunidad procesal 

para resolver las excepciones previas es la audiencia de conciliación, decisión de 

excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio. 

 

A su turno, el artículo 48 de la misma obra prescribe que “el Juez asumirá la 

dirección del proceso adoptando las medidas necesarias para garantizar el respeto 

de los derechos fundamentales y el equilibrio entre las partes, la agilidad y rapidez 

en su trámite” 

 

Disposición que se encuentra en armonía con lo preceptuado por el artículo 42 del 

Código General del Proceso respecto de los deberes del Juez. En este sentido, indica 

la norma en cita: 
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“Articulo 42.- Son deberes del Juez 

 

1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, presidir las audiencias, adoptar 

las medidas conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso y 

procurar la mayor economía procesal. (…). 

 

Nótese que los mencionados preceptos normativos propenden por la 

materialización en los procesos judiciales en general, y en el proceso laboral en 

particular, del principio de economía procesal; cuyo cometido no es otro que las 

actuaciones judiciales se practiquen de la forma más rápida y económica posible.  

 

Bajo el imperio de dicho principio, se busca pues, que la función de administrar 

justicia sea eficiente. Que la actividad procesal sea la estrictamente requerida y se 

erradique de los procesos las actuaciones y decisiones inanes. Ello con miras a que 

las resoluciones judiciales sean prontas y oportunas. 

 

Así pues, esta judicatura en ejercicio de su función de dirección del proceso y 

observando el mandato de procurar la mayor economía procesal, anticipará 

mediante este proveído la decisión de la excepción previa propuesta por la parte 

demandada y que denominó “falta de jurisdicción o competencia e inepta 

demanda”. 

 

En cuanto a la excepción previa. 

 

Para sustentar la excepción previa de “falta de jurisdicción o competencia e inepta 

demanda” adujo la AFP demandada que el demandante no radicó reclamación 

administrativa ante la demandada Colpensiones, ya que como se evidencia, la 

misma no es una petición o reclamo destinado a Colpensiones en donde busque 

regresar al RPM por falta de información en su traslado al RAIS, sino un simple 

formulario de afiliación con Colpensiones radicado en la ciudad de Cali, en donde 

no se hace alusión a ninguna de las pretensiones incoadas en este proceso.  

 

Respecto de la excepción previa la misma encuentra su fundamento en el artículo 

100 del C.G.P., aplicable por remisión expresa del artículo 145 del CPT y SS, que 

establece: 

 

Artículo 100. Excepciones previas. Salvo disposición en contrario, el demandado 

podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de 

la demanda: 

 

… 1. Falta de jurisdicción y competencia… 

    5. Inepta demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación 

de pretensiones… 

 

De la falta de agotamiento del requisito de procedibilidad, encuentra su 

fundamento en el artículo 6º del CPT y SS modificado por el artículo 4º de la Ley 

712 de 2001, que establece: 

 

Las acciones contenciosas contra la Nación, las entidades territoriales y cualquiera 

otra entidad de la administración pública sólo podrán iniciarse cuando se haya 

agotado la reclamación administrativa. Esta reclamación consiste en el simple 

reclamo escrito del servidor público o trabajador sobre el derecho que pretenda, y se 

agota cuando se haya decidido o cuando transcurrido un mes desde su presentación 

no ha sido resuelta. 

 

Así expuesto el problema jurídico a resolver, será definir si por la parte actora 

dejó de agotar en debida forma el requisito de procedibilidad de la reclamación 
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administrativa ante la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones. 

Respecto a lo anterior valga advertir que el Despacho sostendrá la tesis de que la 

excepción previa deberá declararse impróspera debiendo continuarse con el trámite 

del proceso. 

 

Ello en consideración a que la reclamación a que alude la normatividad citada, 

tiene como propósito, la auto tutela administrativa por parte de las entidades 

públicas, tal como lo ha señalado el máximo órgano de cierre constitucional, 

consistente en la potestad con que cuenta la autoridad pública para conocer 

previamente las pretensiones del interesado y tomar la decisión directa y 

autónomamente frente a las mismas; lo que se traduce en la posibilidad de 

reconocer el derecho y acceder a lo pedido y así enmendar el error cometido o 

pronunciarse sobre sus propios actos, sin necesidad de acudir a los estrados 

oficiales; lo que constituye una oportunidad y privilegio de la entidad oficial, 

tal y como se evidencia entre otras en la providencia C-792 de 2006 ya citada. 

 

Acude el Despacho entonces a las documentales que reposan entre folios 54 y 

55, y que dan cuenta de la reclamación que realizó la parte demandante ante 

COLPENSIONES, donde se evidencia solicitud de traslado de régimen y 

respuesta emitida por Colpensiones donde niega dicha solicitud. 

 

Al respecto, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL1819 

de 2018, reiterando lo expuesto en la sentencia del 7 de febrero de 2012, rad. 

37251, sostuvo “(…) que de acuerdo con el artículo 6° del CPT y de la SS, es un 

requisito de procedibilidad la reclamación administrativa en las acciones 

contenciosas contra la Nación, entidades territoriales y cualquier entidad de la 

administración pública. Requisito que se surtía cuando existiera un pronunciamiento 

de la entidad o hubiese transcurrido un mes ésta guardara silencio. Agregó que para 

la eficacia de la reclamación, la ley procesal laboral había dispuesto dos momentos 

claramente diferenciables: i) cuando se haya decidido, es decir cuando la 

administración responde la reclamación, evento que supone, si el 

pronunciamiento contempla la posibilidad de impugnarlo a través de los 

recursos de la llamada vía gubernativa, que esa decisión quede en suspenso 

hasta cuando tales recursos sean decididos definitivamente, instante desde 

el cual puede afirmarse que se ha agotado la reclamación; ii) aquel que se 

materializa cuando transcurrido un mes desde la presentación, la reclamación no ha 

sido resuelta. Como dicha figura tenía como actor a quien pretende el derecho, debe 

ser éste quien tenga la opción de escoger uno de los dos eventos reseñados, es decir, 

que podía esperar a que la Administración se pronunciara, recurrir esa decisión 

cuando ello sea posible y esperar que los recursos fueran resueltos definitivamente; 

o bien esperar que transcurriera el mes establecido en la ley. (…)”. 

 

Por ende, y como acertadamente lo refiere la apoderada de la demandada 

COLPENSIONES, en el numeral TRECE del acápite de “CONTESTACIÓN A LOS 

HECHOS” la parte demandante cumplió con el requisito de procedibilidad de 

agotamiento de la reclamación administrativa, por lo cual se declarará 

INFUNDADA la excepción de inepta demanda por falta de agotamiento de la 

reclamación administrativa. 

 

En virtud de lo anterior la excepción de FALTA DE JURISDICCIÓN O 

COMPETENCIA ya no requiere de su estudio por esta funcionaria.  

 

Sin condena en costas por no encontrarse probadas. 

 

De otro lado, conforme el mandato del artículo 167 del CGP que posibilita la 

imposición de carga dinámica de la prueba a discreción del funcionario judicial, es 

menester aplicar tal previsión en éste caso, por cuanto existe precedente 
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consolidado y serio de la H. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral 

en torno a la inversión de la carga probatoria respecto del cumplimiento del deber 

de información, estando a cargo de las ADMINISTRADORAS DE PENSIONES DEL 

RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD, según las dinámicas 

fácticas del caso. Así se ha pronunciado la Corporación en las sentencias de 

radicación N° 31.989 de 2008; N° 31.314 de 2008; N° 33.083 de 2011; SL 12.136 

de 2014; SL 9519 de 2015; SL 17.595 de 2017, SL 19.447 de 2017 y SL 3496 de 

2018. 

 

En éste orden de ideas, conforme ésta línea jurisprudencial, es claro que las 

ADMINISTRADORAS DE PENSIONES DEL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL 

CON SOLIDARIDAD, están en posición más favorable para demostrar los hechos 

relevantes para definir el litigio debiendo entonces impartirse la carga dinámica de 

la prueba, y ordenar a la entidad demandada PORVENIR S.A., demostrar en éste 

caso el cumplimiento del deber de información al demandante, por estar en 

cercanía con el material probatorio, y tener en su poder el objeto de la prueba a 

PORVENIR S.A., el término de 05 días contados a partir de la notificación del 

presente auto, para que allegue el material probatorio que se encuentre en su 

poder, tendiente a cumplir la carga dinámica de la prueba impuesta. 

 

Ahora bien, definido lo anterior, y conforme el mandato del parágrafo del artículo 

372 del CGP, aplicable por remisión al procedimiento laboral y de la seguridad 

social, en concordancia con el artículo 48 del CPTYSS, impartiendo medidas de 

dirección técnica procesal, se advierte que en este asunto, se celebrarán las 

audiencias de los artículos 77 y 80 del CPTYSS en una misma sesión, una seguida 

de la otra; por lo anterior, se señala el día TRECE (13) DE MARZO de DOS MIL 

VEINTITRÉS (2023) a las OCHO de la MAÑANA (08:00 A.M.), para realizar la 

AUDIENCIA OBLIGATORIA DE CONCILIACIÓN, de DECISIÓN DE 

EXCEPCIONES PREVIAS, de SANEAMIENTO, de FIJACIÓN DEL LITIGIO, de 

DECRETO DE PRUEBAS, de TRAMITE Y de JUZGAMIENTO, las cuales se 

realizará en FORMA VIRTUAL, a través de aplicativo LIFESIZE. 

 

Las partes, sus apoderados y demás asistentes podrán ingresar el día y hora de la 

audiencia a la sala virtual de “lifesize” a través del siguiente vínculo: 

 

https://call.lifesizecloud.com/15966349    

 

Se recomienda que el ingreso a la plataforma se haga desde un computador y a 

través del navegador GOOGLE CHROME, ya que otros navegadores y otros 

dispositivos no permiten la conexión desde la web, siendo necesario en este caso, 

descargar de forma gratuita la aplicación en el dispositivo utilizado. 

 

Se aclara además que el anterior vínculo puede ser utilizado por cualquier 

asistente a la audiencia; razón por la cual, no se remitirán nuevas invitaciones 

en caso de que por una parte vaya asistir un nuevo apoderado o representante 

legal. La misma advertencia opera para los asistentes de los que se desconoce 

su correo electrónico. 

 

En atención a que se concentró en un solo acto las audiencias de que tratan los 

artículos 77 y 80 del CPTYSS, procede el Despacho a efectuar el decreto de pruebas, 

así: 

 

PRUEBAS DECRETADAS A LA DEMANDANTE:  

 

Documental: Se decreta como prueba documental la aportada con la demanda 

(Folios 16 a 59). 

 

https://call.lifesizecloud.com/15966349
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Documentales en poder de la AFP demandada: Acorde con lo reglado en el artículo 

167 del Código General del Proceso y que el ONUS PROBANDI se impuso a la AFP 

PORVENIR S.A. no se decreta lo solicitado por la parte demandante, teniendo en 

cuenta que es dicha AFP quien debe remitir todo el material probatorio que resulte 

pertinente y útil para la definición del litigio, el esclarecimiento de los hechos en 

torno a los cuales existe controversia y desvirtuar la procedencia de las 

pretensiones invocadas por la parte actora.  

 

Interrogatorio de Parte: No se decreta el interrogatorio de parte solicitado con 

respecto al representante legal de PORVENIR S.A., por considerarse que dicho 

medio probatorio se torna inconducente, impertinente e innecesario. Así mismo, 

teniendo en cuenta la inversión de la carga de prueba decreta en el presente auto. 

 

PRUEBAS DECRETADAS A LA DEMANDADA COLPENSIONES: 

 

Documental: Se decreta como prueba los documentos arrimados con la 

contestación de la demanda (Fl. Folios 155 a 158). 

 

Interrogatorio de Parte: Se decreta el interrogatorio de parte que absolverá el 

demandante. (Fl. 140 y 141) 

 

PRUEBAS DECRETADAS A LA DEMANDADA PORVENIR S.A.: 

 

Documental: Se decreta como prueba los documentos arrimados con la 

contestación de la demanda (Fl. Folios 199 a 268). 

 

Interrogatorio de Parte: Se decreta el interrogatorio de parte que absolverá el 

demandante. (Fl. 196) 

 

PRUEBAS DECRETADAS DE OFICIO: 

Ninguna. 

 

PRUEBAS NO DECRETADAS:  

Ninguna. 

 

Por consiguiente, se concede un término adicional de cinco (05) días a la AFP 

demandada, para aportar las pruebas que consideren necesarias para el 

cumplimiento de lo ordenado. 

 

Por último, se advierte a las partes que por medidas de dirección procesal, la 

audiencia señala en este auto, se realizará de manera concentrada con la del 

proceso ordinario laboral con radicado N°2022-00319, por cuanto existe identidad 

en el objeto a resolver. 

 

 

NOTIFÍQUESE POR ESTADOS, 

 
GIMENA MARCELA LOPERA RESTREPO 

JUEZ 
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